
JURISPRUDENCIA
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

351.95(46) (094.9)

A) EN GENERAL

I. Organización

1.275. Son de la exclusiva compe-
tencia de la jurisdicción la-
boral las cuestiones refe-
rentes a reclamación de di-
ferencias salariales o de
devengos que corresponda
percibir a los trabajadores.

«...sin perjuicio de hacer expre-
sa reserva en la vía contencioso-
administrativa de las acciones que
puedan ejercitar ante la laboral

para obtener la declaración y efec-
tividad de su derecho...»

(STS 13.3.1973. Sala 4.a)

1.276. Una Orden ministerial pu-
blicada en el «Boletín Ofi-
cial del Estado» es de pre-
ferente aplicación a una
Resolución emanada de una
Dirección General.

«... pero ello sólo es así cuando,
en términos absolutos, se trata de
dos disposiciones homogéneas de
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carácter general que pretenden
regular una y la misma determi-
nada materia con efectos recípro-
camente excluy entes...»

(STS 13.3.1973. Sala 4.a)

II. Procedimiento

1.277. En los expedientes discipli-
narios, los trámites proce-
sales son garantías estable-
cidas al derecho de de-
fensa.

«... y a la vez facilitan a la Ad-
ministración el acierto en la reso-
lución aportando todos los elemen-
tos de juicio indispensables para
que esa resolución pueda ser fun-
damentada y justa, con lo que, en
definitiva, se garantizan todos los
intereses públicos afectados por el
acuerdo, y, aunque de esto no de-
ba concluirse que cualquier defec-
to u omisión que no motive inde-
fensión, sea suficiente para decla-
rar una nulidad y que se vuelva
a reiterar un expediente para al
final volver a conseguir una reso-
lución idéntica a la anulada, pero,
este supuesto, no es de contem-
plar en el caso de autos en el que
lo que se impugna es la imposi-
ción de una sanción por falta me-
nos grave de resistencia contra la
orden verbal del decano de la Fa-
cultad de Derecho de Zaragoza
dada al bedel de la Facultad para
que retirase un cartel que un gru-
po de unos 40 alumnos había pues-
to en el hall de la Facultad, con-
tra lo ordenado por el decano, y
que al ser preguntados por éste
quiénes de ellos eran los que se
oponían a que se quitara el suso-

dicho cartel, manifestaron los re-
currentes que eran ellos los que
se oponían, tramitándose el expe-
diente en el que se dictó la reso-
lución recurrida, sin ajustarse al
procedimiento establecido en el
Reglamento de Disciplina Acadé-
mica de 8 de septiembre de 1954,
por no aparecer formulados los
correspondientes pliegos de cargo
a los inculpados ni el cumplimien-
to de los demás trámites estable-
cidos en los párrafos 4 y 5 del ar-
tículo 14 del mismo, que respecti-
vamente exigen que, una vez prac-
ticadas todas las actuaciones que
el juez instructor considere con-
venientes, se dará audiencia a los
interesados, con vista del expe-
diente, salvo de aquellos documen-
tos que tengan carácter reservado
y que formulada que sea la pro-
puesta de responsabilidad, le será
notificada al expedientado, para
que pueda alegar, ante la autori-
dad competente para resolver,
cuanto considere conveniente a su
defensa, por lo que en el caso que
es objeto de examen, en el que por
resultado del mismo fueron san-
cionados por una falta menos gra-
ve sin que se les hubiera formu-
lado pliego de cargos ni dado au-
diencia, con vista del expediente
al término de las actuaciones prac-
ticadas, omitiéndose por ello esos
trámites esenciales del artículo 14
qué manda el Reglamento, no han
podido formular los descargos que
estimasen oportunos respecto de
los cargos que no se formularon
a los encartados ni se les dio vista
cuando terminaron las actuacio-
nes del expediente con la declara-
ción ante el instructor precisa-
mente del decano de la Facultad
de Derecho que había denunciado
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los hechos, por lo que la omisión
de esos trámites antes de dictarse
la resolución causó indefensión a
los recurrentes, ya que lo alegado
con posterioridad en la vía admi-
nistrativa de recurso ya no podía
influir en el acuerdo sancionador,
por lo que debe prosperar la ale-
gación de nulidad formulada por
vicio esencial del procedimiento
causante de indefensión, pues en
los expedientes sancionadores, las
normas de procedimiento han de
observarse con e s c r u p u l o s i d a d
cuando su omisión afecta al dere-
cho de defensa...»

(STS 15.2.1973. Sala 3.a)

1.278. Si bien es doctrina de esta
Sala la de que las causas
de nulidad o anulabilidad
planteadas en un recurso
mantienen una prelación
en su estudio y resolución
sobre las de inadmisibili-
dad.

«... tal principio y doctrina quie-
bran no sólo de forma evidente en
lo relativo al planteamiento de la
caducidad o prescripción de la ac-
ción, sino en los casos de alegada
inexistencia de un acto definitivo,
porque si bien es cierto que las
normas procesales son de orden
público y su guarda constituye la
más sólida garantía de los dere-
chos de las partes, esto no signi-
fica que la fiscalización del proce-
dimiento administrativo para de-
clarar o no consecuentemente su
invalidez, pueda verificarse a ins-
tancia incondicionada del particu-
lar afectado, cualquiera que sea

el período o trámite en que se
halle el expediente, sin reparar en
las consecuencias que ello pudie-
ra producir en la vía gubernativa,
bien por su paralización al tener
que remitirlo al órgano adminis-
trativo para que juzgue su irre-
gularidad, bien por la perturba-
ción procesal que causaría la con-
tinua intervención del mismo en
el quehacer administrativo, sino
que, por el contrario, es menester
que el ejercicio de tales faculta-
des de fiscalización, como previo
antecedente de la validez o nuli-
dad del acto administrativo, esté
íntimamente conectado y esencial-
mente subordinado a la inconmo-
vible existencia de una resolución
definitiva, respecto a la cual la
Administración haya pronunciado
su última palabra, lo cual no se
da cuando se trata de actos de
trámite que resuelvan directa o
indirectamente el fondo del asun-
to de tal modo que pongan térmi-
no a la vía administrativa o ha-
gan imposible o suspendan su con-
tinuación, por lo que en resumen
el primer acto reflexivo que se
impone a esta jurisdicción es el
de la calificación del recurrido
como definitivo o de trámite...»

(STS 8.3.1973. Sala 3.a)

1.279. Exigiendo la jurisprudencia
con reiteración de este Alto
Tribunal para estimar que
unos actos sean confirma-
torios de otros.

«...la concurrencia en los textos
que los integran de coincidencia
subjetiva, objetiva y causal, es de-
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cir, que las resoluciones se den
entre los mismos sujetos, y a pre-
sencia de los propios hechos, igua-
les fundamentos y sobre preten-
siones de análogo contenido, aña-
diéndose que: "en las decisiones
dictadas ulteriormente no se am-
plíen las primeras con declaracio-
nes esenciales ni por distintos mo-
tivos"...»

(STS 12.3.1973. Sala 4.a)

III. Acción administrativa

1.282. Licencias municipales. Las
licencias se pueden dene-
gar si existe causa justifi-
cada, pero cuando no la
hay y se pretende obligar
al solicitante...

«...a la cesión de terrenos via-
les, fundándose el Ayuntamiento
en una antigua costumbre no pro-
bada... no existe fundamento su-
ficiente para la denegación de la
licencia de vallado...»

(STS 12.3.1973. Sala 4.a)

1.280. Urbanismo. Tanto la Admi-
nistración como los particu-
lares quedan obligados al
cumplimiento de los planes
aprobados.

«...sin que pueda apartarse el
uso de los predios del destino pre-
visto ni efectuarse nuevas cons-
trucciones que no se ajusten a la
ordenación aprobada...»

(STS 26:2.1973. Sala 4.a)

1.281. Convenios colectivos. Es ba-
se indispensable del Con>-
venio que para ser acree-
dor a las mejoras por él
introducidas...

«...habrá que aceptarse la tota-
lidad de las restantes cláusulas
del mismo, es decir, que no es da-
ble aceptar lo que beneficia del
Convenio y excluir del mismo lo
que perjudica...»

(STS 26.2.1973. Sala 4.a)

1.283. Modelos de utilidad en pro-
piedad industrial. Si no hay
beneficio apreciable, ni
efecto nuevo no es de con-
ceder...

«...la inscripción en el Registro
de la Propiedad Industrial y, por
tanto, resulta desajustada o no
conforme a derecho la resolución
administrativa que la concedie-
ra...»

(STS 13.3.1973. Sala 4.a)

1.284. Zona marítimo-terrestre.
Que la delimitación de di-
cha zona es una facultad
atribuida explícitamente a
la Administración.

«...no lo es menos que tal atri-
bución de potestad no lo es con
carácter de libre o discrecional,
ni comporta tampoco la posibili-
dad de una pura declaración de
voluntad administrativa, sino que
por el contrario nos encontramos
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frente a una típica facultad regla-
da de mero alcance aplicativo o
materializador de un mandato le-
gal... que exige, en todo caso, una
declaración o juicio fundado...»

(STS 8.3.1973. Sala 3.a)

B) EN MATERIA DE PERSONAL

Personal

1.285. Que designado el recurren-
te libremente por la Direc-
ción General de Sanidad,
sin que aquél goce como
tal interventor de inamovi-
lidad...

«...es obvio que dicho Centro
Directivo puede decretar, como lo
hizo, el cese de aquél, pues no
pertenecía a un Cuerpo General o
Especial ni a una Escala de la Ad-
ministración del Estado, siendo lo
cierto que tal inamovilidad sólo la
disfrutan los funcionarios de ca-
rrera o a los que un precepto ade-
cuado se la reconozca...»

(STS 7.2.1973. Sala 5.a)

1.286. Una sentencia importante
en materia de personal.

A) HECHOS

Se trata de recurso interpuesto
por J. A. y otros funcionarios del
Cuerpo General Administrativo
contra desestimaciones presuntas
de las instancias en las que soli-
citaban que el coeficiente 1,7 de-
jase de regular el cómputo de trie-

nios devengados en el período an-
terior a la Ley General de Fun-
cionarios vigente, y solicitando se-
ñalamiento del coeficiente 2,3 que
es el que actualmente tiene hoy
asignado el Cuerpo al que perte-
necen.

El Tribunal Supremo, en senten-
cia de 17 de mayo de 1973, deses-
tima el recurso. En la misma ha
sido ponente el magistrado exce-
lentísimo señor don Francisco Vi-
tal y Torres.

B) DOCTRINA JURISPRUDENCIAL

Considerando que las peticiones
formuladas por todos los recurren-
tes en los recursos que por esta
sentencia se resuelven, constitu-
yen el fondo de ellos que no es
otro que el plantear por tales fun-
cionarios de que se determine si
los trienios consolidados por los
recurrentes que se integraban en
el Cuerpo Administrativo en virtud
de lo dispuesto en el Decreto-ley
10/1964, de 3 de julio, por haber
llegado a la categoría de auxilia-
res mayores, deben computárseles
con anterioridad a dicha integra-
ción, con el mismo coeficiente 2,3
que actualmente les corresponde,
o, por el contrario, y por pertene-
cer a un Cuerpo Auxiliar, confor-
me a la Ley de Funcionarios de
7 de febrero de 1964 y de sus emo-
lumentos de 5 de mayo de 1965,
les corresponde coeficiente de 1,7
que en cuanto a tales períodos les
ha señalado la Administración,
cuestión ya resuelta por la senten-
cia de esta sala de 3 de junio de
1972 que hace referencia a otra
anterior de 27 de enero del mismo
año, que resolvió recursos acumu-
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lados 18.035 y 18.570, sobre perso-
nal de idénticas circunstancias ad-
ministrativas a los hoy recurren-
tes, haciéndolo en el sentido de
que tal beneficio no pudo signifi-
car un reconocimiento de que
tuvieren idéntico carácter los ser-
vicios prestados en los Cuerpos
Auxiliares a que pertenecieron ini-
cialmente y sin que tampoco pue-
da servir de fundamento el razo-
namiento de que fue simultáneo
su derecho de integración, tanto
en el Cuerpo General Auxiliar co-
mo en el General Administrativo,
en virtud de las disposiciones ci-
tadas, ya que, en modo alguno,
los servicios precedentes pudieron
tener el carácter que se pretende,
sin involucrar unos fundamentos
de clasificación en ellas estable-
cidos, mantenidos debidamente por
la Administración en cuanto a to-
dos y cada uno de los componen-

tes de los Cuerpos de referencia,
aplicando rectamente el ordena-
miento jurídico establecido en la
materia por los preceptos antes
citados.

Considerando que por las razo-
nes expuestas procede desestimar
los recursos promovidos por los
funcionarios que procedentes de
escalas auxiliares se incorporaron
al Cuerpo General Auxiliar y pos-
teriormente al Cuerpo Administra-
tivo por haber ostentado en ella
la categoría de auxiliares mayo-
res, sin que sea de apreciar la
existencia de plena temeridad o
mala fe que haga procedente la
imposición de costas, ni admisi-
bles las causas de inadmisibilidad
formuladas, ya que el acto expre-
so fue confirmatorio del denega-
torio presunto, como señaló la
sentencia de 22 de diciembre
de 1971.
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